
Bogotá, 21 de septiembre de 2021 

 

 
Señor Juez 
JUEZ CONSTITUCIONAL 

E.S.D 
  

 

REF: ACCIÓN DE TUTELA CON SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

 

ENTIDADES ACCIONADAS: 1). CONCEJO MUNICIPAL DE ARMENIA 

                                          2). UNIVERSIDAD UPTC DE TUNJA  

 

 

MELISSA KATHERINE CARPETA VALENCIA, mayor de edad, con domicilio en 

la ciudad de San Gil, identificada como aparece al pie de mi firma, acudo 

respetuosamente ante su Despacho para promover ACCIÓN DE TUTELA en 

contra del CONCEJO MUNICIPAL DE ARMENIA Y UNIVERSIDAD UPTC DE 

TUNJA, a fin que se me amparen mis derechos fundamentales al acceso a los 

cargos públicos e igualdad, teniendo en cuenta los siguientes:  

 

I. HECHOS 

 

1. El Concejo Municipal de Armenia, Quindío, expidió Resolución No. 000495 

del 9 de septiembre de 2021, por medio de la cual hace la convocatoria pública 

para la elección del Cargo de Contralor Municipal de Armenia, para el Periodo 

de 2022 a 2025. 

 

2. Que en el numeral 6 del artículo 3 de la Resolución No. 000495 del 9 de 

septiembre de 2021, se dispuso como requisito para concursar ser elegido 

como Contralor Municipal, haber ejercido funciones públicas por un periodo 

no inferior a dos (2) años 

 

3. Que la fecha para inscripción presencial se estipuló para los días 20 al 24 de 

septiembre de 2021.  

 

II. SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

 

 

Cordialmente le solicito al Despacho decretar la suspensión provisional de la 

Resolución No. 000495 del 9 de septiembre de 2021, teniendo en cuenta que no 
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existe otra vía judicial idónea para suspender dicho acto administrativo evitando 

la vulneración de los derechos fundamentales de acceso a los cargos públicos e 

igualdad como quiera que en dicho acto administrativo se está exigiendo 

arbitrariamente y en contra de la ley, un requisito que no requiere para ser 

elegido contralor municipal, el cual es un acto de tramite no susceptible de 

control ante la jurisdicción contencioso administrativo.  

 

III. PETICIÓN DE AMPARO 

 

Cordial y respetuosamente solicito al Despacho decretar el presente amparo 

conforme con las siguientes Peticiones:  

 

PRIMERO: Que se conceda la tutela de mis derechos fundamentales  

 

SEGUNDO: Que, como consecuencia del amparo constitucional, se ordene al 

CONCEJO MUNICIPAL DE ARMENIA derogar de la Resolución No. 000495 del 9 

de septiembre de 2021, el requisito de haber ocupado cargos públicos por un 

periodo de dos años  

 

IV. FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 

 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución de 1991, la acción de tutela 

es un mecanismo preferente y sumario de defensa judicial, cuyo objetivo principal 

es “la protección inmediata de [los] derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública”, o por la de los 

particulares en los casos que determine la ley. 

 

Que el derecho de acceso a los cargos públicos es un Derecho Fundamental en los 

términos establecidos en el numeral 7° del artículo 40 de la Carta Política, en el 

cual se establece que “todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, 

ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 7. 

Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por 

nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta 

excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse”.  

 

Frente a este Derecho la Corte Constitucional desde muy temprano le recoció su 

carácter fundamental, y su protección por vía de Acción de Tutela, en los 

siguientes términos:  
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“El derecho específico al ejercicio de cargos y funciones públicas 

merece protección, a la luz de la Constitución Colombiana, no 

únicamente por lo que significa en sí mismo sino por lo que 

representa, al tenor del artículo 40, como medio encaminado a 

lograr la efectividad de otro derecho -genérico- cual es el de 

participar en la conformación, ejercicio y control del poder 

político, a objeto de realizar la vigencia material de la 

democracia participativa.1 

 

Posteriormente la Corte Constitucional por medio de una Sentencia de 

Unificación, la cual tiene efectos erga omnes, estableció que la 

administración pública no puede arbitrariamente obstaculizar el derecho 

fundamental de accesos a los cargos públicos, expresando lo siguiente:  

 

“El derecho a acceder a cargos públicos debe entenderse en el 

sentido de inmunizar a la persona contra las decisiones estatales 

que de manera arbitraria le impida acceder a un cargo público, a 

no ser desvinculado de manera arbitraria del mismo y, ocupando 

uno, que no se le impida arbitrariamente el ejercicio de sus 

funciones”.2 

 

Por su parte, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido enfática al señalar 

que la acción de tutela es procedente frente a controversias originadas en 

concursos de méritos para la provisión de empleos públicos si el proceso de 

selección se encuentra en curso,3 a no ser que exista conformada la lista de 

elegibles, momento en el cual la Tutela se torna improcedente. 

 

En efecto, el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha dicho que 

cuando la lista de elegibles se encuentra en firme crea situaciones jurídicas 

particulares y derechos ciertos, de manera que la acción de tutela no es el 

                                                             
1 Corte Constitucional, Sentencia T-003 de 1992  

2 Corte Constitucional, Sentencia SU-544 de 2001 

3 Sobre procedencia de la acción de tutela en materia de concursos de méritos en los eventos en que ya existe lista 

de elegibles pueden consultarse, entre otras, las siguientes sentencias del Consejo de Estado: Sección Segunda 

Subsección A. Radicación número: 25000-23-42-000-2012-01030-01, Sentencia del 17 de enero de 2013. CP Alfonso 

Vargas Rincón; Sección Cuarta. Radicación número: 13001-23-31-000-2012-00435-01, Sentencia del 27 de 

septiembre de 2012. CP William Giraldo Giraldo; y Sección Quinta. Radicación número: 23001-23-31-000-2011-

00627-01, Sentencia del 19 de julio de 2012. CP (E) Susana Buitrago Valencia. 
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mecanismo adecuado para dejarlas sin efectos jurídicos,4 pues se podrían afectar 

derechos subjetivos5 y lo que corresponde es demandar dicho acto administrativo 

haciendo uso del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.6  

 

Por su parte, la Corte Constitucional en la Sentencia T-551 de 20177 estudió las 

tutelas interpuestas por dos accionantes que participaron en las Convocatorias 

No. 335 y 336 de 2016 del INPEC para proveer el cargo de dragoneante de la 

institución y de ascensos y se les impidió continuar el proceso de selección 

porque en el examen médico que se les realizó, fueron calificados como no aptos. 

Pese a ello, los actores manifestaron que los resultados de las pruebas médicas 

no correspondían a la realidad. 

 

En esa oportunidad, la Sala determinó que la tutela procedía de manera 

definitiva “toda vez que en el proceso de selección para ocupar el cargo de 

dragoneante y de ascensos del INPEC que ya cuenta con lista de elegibles”, los 

mecanismos de defensa ordinarios no eran idóneos y eficaces y mediante el acto 

administrativo que se ataca “se establecen criterios sobre los resultados de la 

prueba médica de los aspirantes, viéndose posiblemente lesionado derechos 

fundamentales de aquellos, al concurso de mérito”. 

 

A su turno, la Corte Constitucional en la sentencia T-160 de 2018 determinó que 

la acción de tutela procedía contra los actos administrativos proferidos en 

desarrollo del concurso ya que los medios ordinarios de defensa judicial no eran 

eficaces ni idóneos para dirimir la controversia. De la misma manera, la Sala 

precisó que en el caso objeto de análisis ya se había conformado la lista de 

elegibles y que, aunque la misma tenía vigencia de un año, ello no hacía 

“improcedente el amparo perseguido, pues la misma se puede reconstituir”, y 

que así se había hecho “a partir de la resolución de controversias judiciales”. 

 

 

 

                                                             
4 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección A. Radicación número: 25000-23-15-000-2011-02081-01, Sentencia 

del 27 de octubre de 2011. CP Gustavo Eduardo Gómez y Sección Primera. Radicación número: 25000-23-41-000-

2012-00513-01, Sentencia del 15 de agosto de 2013. CP María Elizabeth García González. 

5 Consejo de Estado, Sección Quinta. Radicación número: 25000-23-36-000-2015-02718-01, Sentencia del 4 de 

febrero de 2016. CP Alberto Yepes Barreiro. 

6 Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección B. Radicación número: 54001-23-31-000-2012-00058-01, 

Sentencia del 8 de mayo de 2012. CP Gerardo Arenas Monsalve y Sección Cuarta.  Radicación número: 19001-23-

31-000-2011-00010-01, Sentencia del 16 de marzo de 2011. CP Carmen Teresa Ortiz De Rodríguez. 

7 Corte Constitucional, sentencia T-551 de 2017 (MP Cristina Pardo Schlesinger). 



 
 

5 
 

V. CASO CONCRETO 

 

La amenaza y la vulneración a los Derechos Fundamentales Invocados devienen, 

porque el Concejo Municipal de Armenia a sabiendas que desde la expedición de 

la Ley 136 de 1994, no se requiere para ser Contralor Municipal haber ocupado 

cargos públicos, estableció en la Resolución No. 000495 del 9 de septiembre de 

2021 como exigencia para inscribirse y ser elegido como Contralor Municipal de 

Armenia que el aspirante haya ocupado por mínimo 2 años cargos públicos, con 

lo cual, no solo a la suscrita sino a la generalidad de personas que no hemos 

ocupado cargos públicos nos discriminan y nos impiden acceder al concurso, a 

la prueba y al cargo de Contralor Municipal.  

 

En cuanto a esta razón, hay que indicarle al Despacho que, si bien es cierto que 

en el Art. 68 de la Ley 42 de 1993, se exigía para ser elegido contralor “haber 

ejercido funciones públicas por un período no inferior a dos (2) años", no es 

menos cierto que dicho artículo fue derogado tácitamente o declarado 

insubsistente como lo dijo el Consejo de Estado por el ART. 168 de la Ley 136 de 

1994, en el cual ya no se pide dicho requisito, así:  

 

“ARTÍCULO 158. CONTRALORES MUNICIPALES. En aquellos distritos y 

municipios donde exista contraloría, los respectivos contralores se elegirán dentro 

de los primeros diez (10) días del mes de enero respectivo por el Concejo para un 

período igual al de los alcaldes de ternas integradas con dos (2) candidatos 

presentados por el Tribunal Superior del Distrito Judicial y uno (1) por el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, que ejerza jurisdicción en el respectivo municipio, 

con no menos de un (1) mes de antelación. 

 

Para ser elegido contralor se requiere ser colombiano de nacimiento, 

ciudadano en ejercicio, tener más de veinticinco años y acreditar título 

profesional. En ningún caso habrá lugar a reelección. 

 

De cara a estas dos normas, el Consejo de Estado en Sentencia del 29 octubre 

de 1998. Expediente 2027, la Sección Quinta dijo lo siguiente:  

 

“Con fundamento en esta disposición resulta claro que el 

artículo 68 de la Ley 42 de 1993, en su aparte que dice: "y haber 

ejercido funciones públicas por un período no inferior a dos (2) 

años" quedó sin vigencia frente a lo dispuesto en el segundo 

párrafo del artículo 158 de la Ley 136 de 1994, pues en éste se 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=289#68
https://go.vlex.com/vid/60000039?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/60297205/node/158?fbt=webapp_preview
https://go.vlex.com/vid/60297205?fbt=webapp_preview
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reguló íntegramente la materia referente a las calidades para 

ser elegido contralor municipal, por lo tanto, aquella norma se 

considera insubsistente y en estas condiciones por estar en ella 

fundamentadas las pretensiones, no están llamadas a prosperar, 

debiéndose revocar la sentencia". 

Por otra parte, pero en sintonía con lo anterior, en el Inciso 9 del Art. 267 

de la Constitución Política se consagra los requisitos para ser Contralor 

General de la Nación, norma en la que no se halla como requisito para 

ocupar dicha dignidad, el haber ocupado cargos públicos.  

 

Es decir, dicho requisito no se exige para ser Contralor General de la 

República, mucho menos se va a exigir para ser Contralor Municipal.  

 

En ese orden, pareciera que el Concejo Municipal de Armenia, en conjunto 

con la Universidad UPTC de Tunja, lo que buscan es que la convocatoria 

“pública” solo sea para ciertas personas, y no para todos los colombianos 

que nos hallamos con la posibilidad de acceder a dicho cargo, tal y como lo 

exige la constitución política y la Ley.  

 

En virtud de todo lo anterior, en el presente caso se configuran las causales 

para que el Juez Constitucional ampare los derechos fundamentales 

deprecados 

V. JURAMENTO 

 

Manifiesto, bajo la gravedad de juramento, que no he interpuesto otra acción de 

Tutela por los mismos hechos y derechos aquí relacionados, ni en contra de las 

mismas autoridades.  

VI. PRUEBAS 

 

1. DOCUMENTALES ALLEGADAS 

 

1. Resolución No. 000495 del 9 de septiembre de 2021, expedida por la 

Concejo Municipal de Armenia.  

 

VII.NOTIFICACIONES 

 

Tanto las Entidades Accionadas como la suscrita Accionante, pueden ser 

notificadas a los siguientes correos electrónicos:  
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1. CONCEJO MUNICIPAL DE ARMENIA 

juridica@concejo-armenia.gov.co 

secretariageneral@concejo-armenia.gov.co 

 

2. UNIVERSIDAD UPTC DE TUNJA 

notificaciones.judiciales@uptc.edu.co 

 

3. LA ACCIONANTE  

 

alcuzasesores@gmail.com 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

MELISSA KATHERIN CARPETA VALENCIA 

C.C. 1.022.341.051 

 

mailto:juridica@concejo-armenia.gov.co
mailto:secretariageneral@concejo-armenia.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@uptc.edu.co
mailto:alcuzasesores@gmail.com































